

[image: image]


[image: image]




[image: image]




[image: image]






Sánchez Acero, Diego Alejandro


El carrusel sindical y la autocracia sindical (una invitación al diálogo social) / Diego Alejandro Sánchez Acero -- Bogotá : Universidad Externado de Colombia. 2022.


396 páginas ; 21 cm.


Incluye referencias bibliográficas (páginas 369-391) e índice.


ISBN: 9789587908145 (impreso)


1. Derechos de los trabajadores -- Aspectos jurídicos – Colombia 2. Sindicalismo --Aspectos jurídicos – Colombia 3. Derecho laboral – Colombia 4. Sindicatos -- Aspectos jurídicos -- Colombia I. Universidad Externado de Colombia III. Título


348.6 SCDD 15


Catalogación en la fuente -- Universidad Externado de Colombia. Biblioteca.


marzo de 2022





 


ISBN 978-958-790-814-5


© 2022, DIEGO ALEJANDRO SÁNCHEZ ACERO


© 2022, UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA


Calle 12 n.º 1-17 Este, Bogotá


Teléfono (601) 342 0288


publicaciones@uexternado.edu.co


www.uexternado.edu.co


Primera edición: marzo de 2022


Diseño de cubierta: Departamento de Publicaciones


Corrección de estilo: Ángela María Pérez Beltrán


Composición: María Libia Rubiano


Impresión y encuadernación: Imageprinting Ltda.


Tiraje de 1 a 1.000 ejemplares


Prohibida la reproducción o cita impresa o electrónica total o parcial de esta obra, sin autorización expresa y por escrito del Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia. Las opiniones expresadas en esta obra son responsabilidad del autor.


Diseño epub:
Hipertexto – Netizen Digital Solutions




 


 


Al señor Rector doctor Hernando Parra Nieto, a los doctores Núñez, Osuna y Villegas, a mis padres Esperanza y Jorge, a mi hermano Santiago y mi cuñada Juanita, a mis estudiantes de cuarto y quinto año de derecho, de maestría, de especialización y de intensificación, a la Mesa de Formación en el Exterior, al proceso democrático de la Comisión de Impulso, a María José y Juan Camilo, y a todas y a todos a quienes agradecí el día de mi sustentación de tesis de doctorado en la Universidad de París II.





CONTENIDO



INTRODUCCIÓN


I. El contexto histórico, político y jurídico de la autonomía colectiva sindical en Colombia antes de la Constitución Política de 1991


II. Los aspectos jurídicos inherentes a la consagración internacional y constitucional de la libertad sindical en Colombia a partir de la Constitución Política de 1991


III. La constatación de algunas conductas contrarias a la finalidad sindical, por parte de algunos trabajadores colombianos, a partir de la Constitución Política de 1991


PRIMERA PARTE: UNA INTERPRETACIÓN EXTENSIVA DE LA AUTONOMÍA COLECTIVA SINDICAL A FAVOR DEL CARRUSEL SINDICAL Y DE LA AUTOCRACIA SINDICAL


TÍTULO 1: DEL RECONOCIMIENTO JURISPRUDENCIAL DEL PLURALISMO SINDICAL A LA CREACIÓN DEL CARRUSEL SINDICAL


Capítulo 1: Un pluralismo sindical contrario a la finalidad sindical


Sección 1: Las razones discutibles a favor y en contra del pluralismo sindical


Sección 2: Las razones jurisprudenciales controversiales a favor del pluralismo sindical


Capítulo 2: Un carrusel sindical contrario a la finalidad sindical


Sección 1: La inexistencia jurídica de la organización sindical miembro de un carrusel sindical como sanción principal


Sección 2: La inexistencia jurídica de las garantías sindicales a los trabajadores de un carrusel sindical como sanción consecuencial


TÍTULO 2: DEL FENÓMENO DE LA ATOMIZACIÓN SINDICAL A LA INSTAURACIÓN DE UNA AUTOCRACIA SINDICAL


Capítulo 1: Una atomización sindical contraria al criterio legal colombiano de representatividad sindical


Sección 1: Un movimiento sindical difícil de censar por causa de la atomización sindical


Sección 2: Una representatividad sindical puesta en duda a causa de la atomización sindical


Capítulo 2: Una autocracia sindical contraria a los principios democráticos que delimitan la libertad sindical


Sección 1: La ausencia de participación efectiva en la auto-determinación sindical en algunas organizaciones sindicales


Sección 2: La ausencia de participación efectiva en el control del mandato sindical en algunas organizaciones sindicales


SEGUNDA PARTE: EL RESPETO DE LOS LÍMITES DE LA AUTONOMÍA COLECTIVA SINDICAL COMO EL REMEDIO PARA DEJAR SIN EFECTOS EL CARRUSEL SINDICAL Y LA AUTOCRACIA SINDICAL


TÍTULO 1: DE LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD A LA NULIDAD ABSOLUTA CAUSADA POR LA ILICITUD CONTRACTUAL Y POR EL ABUSO DE LAS MAYORÍAS


Capítulo 1: De la autonomía de la voluntad a las normas imperativas que delimitan la libertad contractual para constituir una persona jurídica


Sección 1: La manifestación de la voluntad y el ejercicio de la libertad contractual


Sección 2: Los límites al ejercicio de la libertad contractual


Capítulo 2: La nulidad derivada de la violación de las normas imperativas que regulan la constitución y la gestión de una persona jurídica


Sección 1: Los elementos esenciales del contrato-organización constitutivo de una persona jurídica


Sección 2: La nulidad absoluta del contrato-organización constitutivo de una persona jurídica


TÍTULO 2: DE LA AUTONOMÍA COLECTIVA SINDICAL A LA NULIDAD ABSOLUTA CAUSADA POR LA ILICITUD DEL CARRUSEL SINDICAL Y EL ABUSO EN LA AUTOCRACIA SINDICAL


Capítulo 1: El origen contractual y el principio de especialidad de una organización sindical


Sección 1: La naturaleza contractual colectiva de los estatutos sindicales


Sección 2: La determinación contractual y legal de los estatutos sindicales


Capítulo 2: La ilicitud contractual y el abuso de las mayorías en una organización sindical


Sección 1: La nulidad absoluta de los acuerdos tendientes a crear un carrusel sindical


Sección 2: La nulidad absoluta de las decisiones internas sindicales abusivas tendientes a instaurar una autocracia sindical


UNA INVITACIÓN AL DIÁLOGO SOCIAL, A MANERA DE CONCLUSIÓN, COMO MECANISMO DE PREVENCIÓN DEL CARRUSEL SINDICAL Y DE LA AUTOCRACIA SINDICAL


I. La omisión legislativa frente a la obligación constitucional de expedir un nuevo Código del Trabajo


II. Una respuesta social a la omisión legislativa mediante la invitación al diálogo social


BIBLIOGRAFÍA


NOTAS AL PIE





INTRODUCCIÓN



“De hecho, la libertad corre peligro de degenerar en mera arbitrariedad, salvo si se ejerce en términos de responsabilidad. Por eso yo aconsejo que la estatua de la Libertad en la costa este de los Estados Unidos se complemente con la estatua de la Responsabilidad en la costa oeste”1.


A manera de introducción es importante precisar las nociones de: libertad sindical y de autonomía colectiva sindical; así como el sentido de su ejercicio responsable desde la perspectiva de la correlación de derecho-deber de toda libertad, para luego exponer el contexto histórico, político y jurídico de la autonomía colectiva sindical en Colombia antes de la Constitución Política de 1991 (I). Posteriormente, se analiza la consagración constitucional de la libertad sindical como un derecho fundamental en Colombia, al igual que la aplicación de las normas internacionales que garantizan la autonomía colectiva sindical, en virtud del bloque de constitucionalidad, a partir de la Constitución Política de 1991 (II). Por último, se plantea el problema del presente trabajo de investigación, desde una realidad contraria a la finalidad sindical en Colombia (III).


1. El carácter correlativo de derecho-deber de la libertad sindical. - En términos generales, “La libertad consiste en poder hacer todo lo que no dañe a otro; así, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene más límites que los que aseguran a los miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Estos límites solo se pueden determinar por la ley (Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 -DDHC-, art. 4)”.


En términos específicos, la libertad sindical, como cualquier libertad, debe ejercerse de manera responsable2, dentro de la correlación de derecho-deber de cualquier libertad, sin desconocer los derechos y libertades de los demás, respetando los límites del orden público, así como los principios democráticos que guían la gestión autónoma de las organizaciones sindicales3.


2. La definición de la libertad sindical de los trabajadores. - La libertad sindical de los trabajadores es un derecho humano4, de carácter fundamental5, que puede ser ejercido de manera colectiva o individual6, que tiene por objeto la defensa y la promoción de los intereses económicos y sociales de los trabajadores7, a través de la creación, afiliación, no afiliación y retiro de una organización sindical8; y, que debe ser ejercido dentro de los límites del orden público, de las libertades y de los derechos de los demás, y de los principios democráticos.


3. La autonomía colectiva sindical como corolario de la libertad sindical. - La libertad sindical se concreta por medio de la decisión autónoma y democrática de los trabajadores de constituir y de gestionar un sindicato9, así como en la decisión autónoma de estos mismos para pertenecer o no a una organización sindical10. Por lo tanto, existe una autonomía colectiva de creación y de gestión de sindicatos11, así como una autonomía individual de afiliación, de no afiliación y de retiro de organizaciones sindicales12. Se precisa que la presente investigación se concentra en el análisis de la autonomía colectiva sindical como corolario de la libertad sindical.


4. La autonomía colectiva sindical como un derecho subjetivo susceptible de disposición jurídica por parte de los trabajadores. - Tanto el derecho internacional13 como el derecho constitucional14 reconocen a todos los trabajadores la libertad de fundar y operar autónomamente sindicatos. En este contexto, la autonomía colectiva sindical es un derecho subjetivo15, reconocido por el derecho objetivo16, susceptible de disposición jurídica17, por medio de la autonomía de la voluntad18.


5. La finalidad sindical y el principio de especialidad de las organizaciones sindicales. - La finalidad sindical es la protección y la promoción de los intereses económicos y sociales de los trabajadores19. Lo anterior es el objeto de la libertad sindical20. En este contexto, con base en el artículo L. 2131-1 del CT Fra., la doctrina francesa menciona el principio de especialidad de las organizaciones sindicales21. Según este principio, los sindicatostienen por objeto exclusivo el estudio y la defensa de los derechos e intereses materiales y morales, de orden colectivo e individual de las personas determinadas estatutariamente22.


6. El ejercicio responsable o el carácter correlativo de derechodeber de la autonomía colectiva sindical de los trabajadores. - El objetivo principal de la presente investigación consiste en determinar el alcance jurídico del ejercicio responsable de la autonomía colectiva sindical de los trabajadores a nivel de empresa o entidad, desde la perspectiva de la correlación de derecho-deber de la libertad sindical, con el fin de sancionar y corregir jurídicamente la creación abusiva de carruseles sindicales23 y la instauración de una autocracia sindical24 contraria a los principios democráticos.


La autonomía colectiva sindical debe ejercerse de manera democrática y respetar las normas imperativas. Así, su ejercicio no puede menoscabar los derechos de los trabajadores sindicalizados o no sindicalizados, de las organizaciones sindicales, de los empleadores y de las demás personas que participan en elámbito empresarial y en el movimiento sindical. En este sentido, desde la perspectiva de la correlación de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical, se hace referencia a su ejercicio responsable, para indicar que en el evento en que sus titulares dispongan jurídicamente de esta prerrogativa, deben respetar los límites de la autonomía de la voluntad25.


Al respecto, es importante precisar que la presente investigación se dirige exclusivamente a analizar la categoría de los trabajadores subordinados, dejando de lado el estudio de la libertad sindical de los empleadores y de los trabajadores independientes; así como, de cualquier otra categoría de trabajadores sometidos a contratos de naturaleza civil, comercial o administrativa o a políticas estatales de empleo, ajenos a la subordinación laboral, inherente al contrato de trabajo.


Expuestas las nociones de libertad sindical y de autonomía colectiva sindical, del mismo modo que el sentido de su ejercicio responsable desde la perspectiva de la correlación de derechodeber de toda libertad, se presenta a continuación el contexto histórico, político y jurídico de la autonomía colectiva sindical en Colombia antes de la Constitución Política de 1991.



I. EL CONTEXTO HISTÓRICO, POLÍTICO Y JURÍDICO DE LA AUTONOMÍA COLECTIVA SINDICAL EN COLOMBIA ANTES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991



7. La Constitución Política de Colombia de 1886. - Desde la independencia de Colombia de España en 1819 hasta 1886, Colombia promulgó seis constituciones políticas26. Esto en razón de conflictos internos entre centralistas y federalistas27, en una primera etapa, y entre el Partido Conservador y el Partido Liberal28, en una segunda etapa. Al final, el Partido Conservador se impuso y promulgó la Constitución Política de 1886, la cual rigió hasta 1991.


A diferencia de la Constitución Política de 1991, la Constitución Política de 1886 no previó que la libertad sindical es un derecho fundamental y tampoco reconoció la aplicación efectiva de las normas internacionales que regulan este derecho. Dos episodios de la historia de Colombia - la masacre de las bananeras (A) y el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán (B) - ilustran la transición de un periodo oscuro normativo inicial, en contra de la autonomía colectiva sindical, a un periodo de protección normativo actual, en favor de este derecho.


A. De la masacre de las bananeras a la construcción del Código Sustantivo del Trabajo


“La huelga grande estalló. Los cultivos se quedaron a medias, la fruta se pasó en las cepas y los trenes de ciento veinte vagones se pararon en los ramales. Los obreros ociosos desbordaron los pueblos. La calle de los Turcos reverberó en un sábado de muchos días, y en el salón de billares del Hotel de Jacob hubo que establecer turnos de veinticuatro horas. Allí estaba José Arcadio Segundo, el día en que se anunció que el ejército había sido encargado de restablecer el orden público. Aunque no era hombre de presagios, la noticia fue para él como un anuncio de la muerte, que había esperado desde la mañana distante en que el coronel Gerineldo Márquez le permitió ver un fusilamiento […]”29.


8. La masacre de las bananeras. - A principios del siglo XIX, la compañía estadounidense United Fruit Company llevó a cabo la explotación de banano en el Departamento de Magdalena en Colombia. Las condiciones laborales de sus trabajadores eran precarias: extensas jornadas de trabajo, la ausencia de seguridad social, el no pago del salario en moneda legal corriente sino en especie a través de vales o tiquetes que se hacían exigibles en almacenes o comisariatos de la misma compañía, la intermediación laboral, entre otras razones, causaron un movimiento huelguístico en diciembre de 192830. Infortunadamente, el Estado colombiano intervino violentamente con el Ejército Nacional, a favor de la compañía norteamericana, y el saldo fue una masacre, que Gabriel García Márquez aproxima a 3000 muertes31.


9. La desprotección normativa puesta al desnudo por la masacre de las bananeras. - Si bien es cierto que en la época de la masacre de las bananeras se habían expedido algunas leyes reguladoras del derecho laboral colectivo, también lo es que estas leyes, además de no haber garantizado los derechos laborales individuales de los trabajadores asesinados, tampoco ampararon sus derechos de reunión y de expresión, y mucho menos su derecho de huelga32. Efectivamente, la masacre de las bananeras puso en evidencia la ausencia de una legislación efectiva en materia de libertad sindical.


10. La llegada al poder del Partido Liberal en 1930. - En 1930, dos años después del episodio de la masacre de las bananeras, Enrique Olaya Herrera, candidato oficial del Partido Liberal, ganó las elecciones presidenciales, luego de 44 años de hegemonía conservadora. Tanto el presidente liberal Olaya Herrera como los presidentes liberales que lo sucedieron, Alfonso López Pumarejo (1934-1938 y 1942-1945) y Eduardo Santos Montejo (1938-1942) impulsaron la expedición de normas en materia laboral hasta 194533. En este periodo, el 7 de agosto de 1936, se fundó la primera confederación sindical de Colombia: la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC)34.


11. Una etapa de protección normativa que no fue totalmente efectiva. - Desde 1930 hasta 1945, se expidieron varias normas en materia laboral, entre las cuales se destacan la Ley 83 de 1931, que enmarca normativamente el reconocimiento jurídico de las organizaciones sindicales, así como el Decreto 2350 de 1944 y la Ley 6 de 1945, antecedentes normativos del Código Sustantivo del Trabajo de 1950 (CST Col.)35. Estas normas consagraron disposiciones en materia de derecho laboral colectivo, pero continuaban exigiendo una autorización previa del Estado para la constitución de los sindicatos. En últimas, la autonomía colectiva sindical no estaba plenamente reconocida. Incluso, se reformó la Constitución Política de 1886, por medio del Acto Legislativo 1 de 1936, elevando a rango constitucional el derecho de huelga, al igual que la libertad de asociación, pero con autorización del Estado; entonces, la autonomía colectiva sindical seguía siendo inexistente en la práctica.


12. El regreso al poder del Partido Conservador en 1946 y la candidatura a la presidencia de Jorge Eliécer Gaitán. - En 1946, Mariano Ospina Pérez, candidato oficial del Partido Conservador, ganó las elecciones presidenciales (1946-1950). En ese mismo año, se fundó la segunda confederación sindical de Colombia: la Unión de Trabajadores de Colombia (UTC)36. A finales de este periodo, Jorge Eliécer Gaitán, candidato oficial del Partido Liberal, era el candidato más opcionado para ganar las elecciones presidenciales de 1950, pero fue asesinado el 9 de abril de 194837; aún sin establecerse a ciencia cierta quién y por qué lo mataron38.


B. Del asesinato de Jorge Eliécer Gaitán a la promulgación de la Constitución Política de 1991


“El viernes 9 de abril, de ese fatal año de 1948, cuando Gaitán salía de sus oficinas, a la 1 y 5 minutos de la tarde, un adiestrado asesino, llamado Juan Roa Sierra, disparó contra el mártir tres certeros balazos mortales, como si el bandido hubiera sido preparado con mucha anticipación para conocer anatómicamente los sitios nobles de la vida, porque cada uno de los tres balazos le hubiera destrozado la existencia por sí solo. El extraordinario hombre público cayó inmediatamente fulminado porque una de las balas penetró por la base del cráneo. Sin conocimiento fue llevado a la clínica más cercana, pero la muerte ya había paralizado su preciosa existencia. Se apagaba el sol de su vida en la mitad del día. Y llegaba la noche”39.


13. El asesinato de Jorge Eliécer Gaitán y el origen del conflicto interno en 1948. - Recientemente, el 24 de noviembre de 2016, en Colombia se concluyó un proceso de paz con la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), que para algunos representa el inicio del fin del conflicto interno colombiano40. En efecto, desde el 9 de abril de 1948, primero en Bogotá, y luego en todo el territorio nacional, la población colombiana se vio sometida a un conflicto civil entre liberales y conservadores41. Dicho conflicto se agravó con la aparición posterior de grupos al margen de la ley, tales como grupos guerrilleros o grupos de auto-defensas, de izquierda o de derecha, que en principio defendían ideales liberales y conservadores, pero que luego fueron alejándose de ese ideario político para caer en la tentación del crimen organizado y así cometer una serie de delitos, tales como homicidios, secuestros, agresiones sexuales, narcotráfico, etc.42.


14. La expedición del Código Sustantivo del Trabajo de 1950. -  En razón de la situación de violencia generalizada con ocasión del asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, el Gobierno colombiano legisló por medio de decretos. En este contexto, en el ámbito laboral, se expidió el Código Sustantivo del Trabajo mediante los Decretos 2663 y 3743 de 1950. En materia de derecho laboral colectivo, la mayoría de sus disposiciones representó la compilación de las leyes y decretos hasta entonces existentes43. En consecuencia, el Código Sustantivo del Trabajo no garantizó inicialmente la autonomía colectiva sindical, en razón de la conservación de la exigencia del reconocimiento administrativo de la personería jurídica de las organizaciones sindicales (CST Col., arts. 36444 y 37245).


15. La dictadura del General Gustavo Rojas Pinilla (1953-1958) -. En 1950, Laureano Eleuterio Gómez Castro, candidato oficial del Partido Conservador, ganó las elecciones presidenciales (1950-1953). La ingobernabilidad ocasionada por la violencia generalizada en el territorio nacional, permitió que el General Gustavo Rojas Pinilla efectuara un golpe de Estado, que duró hasta 1958. En este periodo, el General Gustavo Rojas Pinilla fundó otra confederación sindical en 1954: la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT), la cual desaparecerá con el restablecimiento de la democracia en 195846.


16. El Frente Nacional (1958-1974), la Ley 141 de 1961, el Decreto 2351 de 1965 y la Ley 48 de 1968. - Por medio de un acuerdo político, conocido como el Frente Nacional, los dirigentes del Partido Liberal y del Partido Conservador se unen contra la dictadura del General Rojas Pinilla. Así, durante 16 años (1958-1974), de manera intercalada, se eligieron dos presidentes liberales (Alberto Lleras Camargo, para el periodo de 1958 a 1962, y Carlos Alberto Lleras Restrepo, para el periodo de 1966 a 1970) y dos presidentes conservadores (Guillermo León Valencia Muñoz, para el periodo de 1962 a 1966, y Misael Eduardo Pastrana Borrero, para el periodo de 1970 a 1974).


En el periodo del Frente Nacional, el Congreso de la República, mediante la Ley 141 de 1961, adoptó de manera permanente los Decretos 2663 y 3743 de 1950 que contenían el Código Sustantivo del Trabajo. Posteriormente, se expidió el Decreto 2351 de 1965, a través del cual se reformó el Código Sustantivo del Trabajo, confirmado legalmente por la Ley 48 de 1968. Sin embargo, esta reforma no modificó los artículos 364 y 372 del CST Col., por lo que los sindicatos seguían necesitando la autorización del Estado para existir jurídicamente.


Por otro lado, se fundan dos nuevas confederaciones sindicales47. Así, el 1.º de mayo de 1964, la CTC se escinde y un sector de sus afiliados constituye la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia (CSTC). Luego, el 1º de mayo de 1971 se creó la Confederación General del Trabajo (CGT). Por último, en la década de 1980, la CSTC y la UTC desaparecen del escenario sindical, y gran parte de sus afiliados junto con otros trabajadores del país crean y se afilian a la Central Unitaria de Trabajadores (CUT)48. En síntesis, en ese momento, como ocurre hoy en día, la CGT, la CTC y la CUT se convierten en las tres confederaciones tradicionales del país49.


17. La ratificación de los convenios 87 y 98 de la OIT, el dualismo normativo y la Ley 50 de 1990. - Luego del final del periodo del Frente Nacional, en 1974, Alfonso López Michelsen, candidato oficial del Partido Liberal, ganó las elecciones presidenciales (1974-1978). En materia de libertad sindical, el Estado colombiano ratificó los Convenios 87 y 98 de la OIT, por medio de las Leyes 26 y 27 de 1976. En cuanto a la autonomía colectiva sindical, los artículos 250 y 351 del Convenio 87 de la OIT eliminan la autorización del Estado para constituir organizaciones sindicales.


Sin embargo, en virtud de la teoría del dualismo normativo52, vigente en ese momento, mediante la cual se exigía la expedición de una norma interna de transposición de las normas internacionales, estas disposiciones no se aplicaron inmediatamente53; sino hasta la aprobación de la Ley 50 de 1990, la cual modificó los artículos 364 y 372 del CST Col, reconociendo así legalmente la autonomía colectiva sindical, en los términos de los artículos 2 y 3 del Convenio 87 de la OIT, como el derecho de los trabajadores de constituir libremente y de gestionar autónomamente una organización sindical sin la intervención del Estado. Finalmente, la Constitución Política de Colombia de 1991 consagró expresamente la libertad sindical, así como su corolario: la autonomía colectiva sindical.



II. LOS ASPECTOS JURÍDICOS INHERENTES A LA CONSAGRACIÓN INTERNACIONAL Y CONSTITUCIONAL DE LA LIBERTAD SINDICAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991



La libertad sindical ha sido reconocida en las Constituciones Políticas de Francia54 y de Colombia55 (B), así como en las normas internacionales más importantes en materia de derechos humanos56 (A).


A. La consagración normativa internacional de la libertad sindical y su incorporación en Francia y en Colombia


18. La incorporación de la normatividad internacional sobre la libertad sindical en Francia y en Colombia. - A mediados del siglo XX, luego del final de la Segunda Guerra Mundial, los derechos humanos, incluida la libertad sindical, fueron objeto de regulación a nivel internacional57, europeo58 e interamericano59. Tanto Francia como Colombia incorporaron a sus ordenamientos jurídicos internos respectivos esta normatividad internacional (Constitución de Francia de 1958 -Const. Fra.-, arts. 52 a 55; y Constitución Política de Colombia de 1991 -CP Col.-, arts. 93 y 94).


En materia de libertad sindical, tanto el sistema jurídico francés60 como el sistema jurídico colombiano61 reconocen las normas internacionales más importantes, así como la Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales del trabajo de 1998 (Decl. OIT 1998) y los convenios 87 y 98 de la OIT.


19. La aplicación de la teoría monista tanto en Francia como en Colombia. - Tanto el derecho francés62 como el derecho colombiano63 comparten la aplicación de la teoría monista64 en lo que concierne a la incorporación de las normas internacionales que consagran derechos humanos (Const. Fra., arts. 52 a 55; y CP Col., arts. 93 y 94), incluida la libertad sindical. De este modo, los convenios internacionales que protegen derechos humanos, debidamente ratificados, ingresan al derecho interno respectivo sin necesidad de que una ley u otro acto jurídico o político autorice su incorporación o les reconozca aplicación directa65.


20. Las diferencias entre el derecho francés y el derecho colombiano en cuanto a la incorporación de la normatividad internacional sobre la libertad sindical. -  Francia y Colombia presentan ciertas diferencias en relación con la jerarquía normativa de estas normas internacionales, respecto a su inclusión en el bloque de constitucionalidad y en cuanto al control de convencionalidad o de constitucionalidad respectivo. En primer lugar, en lo que concierne al nivel jerárquico de las normas internacionales sobre derechos humanos, de un lado, el derecho francés les reconoce un nivel supra legal e infra constitucional (Const. Fra., art. 55); es decir, las ubica por encima de la ley, pero por debajo de la Constitución66. De otro lado, el derecho colombiano reconoce un nivel constitucional a estas normas internacionales (CP Col., art. 93), en otras palabras, estas normas internacionales se encuentran por encima de las normas legales como en Francia, pero no se ubican por debajo de las normas constitucionales, sino al mismo nivel de las normas constitucionales67.


En segundo lugar, en lo que respecta a la inclusión de las normas internacionales que reconocen derechos humanos en el bloque de constitucionalidad, el Consejo Constitucional francés no las incorporó al bloque de constitucionalidad. En cambio, la Corte Constitucional colombiana reconoció que las normas internacionales sobre derechos humanos, ratificadas por Colombia, hacen parte del bloque de constitucionalidad. Así, mediante la decisión de constitucionalidad del 15 de enero de 197568, sobre la Ley concerniente a la interrupción voluntaria del embarazo en casos terapéuticos - Ley Veil -, el Consejo Constitucional francés precisó que estas normas internacionales no pertenecen al bloque de constitucionalidad69.


En consecuencia, el análisis de la conformidad de las leyes francesas con la Constitución se realiza exclusivamente con las normas de la Constitución vigente de 1958 y las normas que pertenecen al bloque de constitucionalidad francés mencionadas expresamente en su Preámbulo: el Preámbulo de la Constitución de 1946, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, los principios fundamentales reconocidos por las leyes de la República francesa, y la Carta del Medio Ambiente de 2004. Por su parte, la Corte Constitucional colombiana señaló que: estas normas internacionales pertenecen al bloque de constitucionalidad mediante la sentencia C-225 de 199570, con ocasión de la revisión de constitucionalidad de la Ley 171 de 1994, por medio de la cual se aprobó el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II) del 8 de junio de 197771.


Finalmente, en lo que concierne al control judicial de las normas nacionales contrarias a las normas internacionales sobre derechos humanos, en cada caso en concreto, los jueces franceses tienen la potestad de no aplicar estas normas nacionales por la vía del control de convencionalidad (Const. Fra., art. 55)72. En Colombia, los jueces de instancia tienen el poder de no aplicar las normas nacionales, contrarias a las normas internacionales protectoras de derechos humanos, por la vía de la excepción de inconstitucionalidad (CP Col., art. 4) en cada caso en concreto73.


21. El marco normativo internacional y continental europeo e interamericano del carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical. - El derecho internacional y el derecho continental, tanto el sistema jurídico europeo como el sistema jurídico interamericano, prevén una prerrogativa colectiva, en favor de los trabajadores, para constituir y operar autónomamente organizaciones sindicales. Concomitantemente a este reconocimiento, las normas internacionales, europeas e interamericanas, las cuales se exponen y analizan a continuación, contienen una serie de límites jurídicos que enmarcan la autonomía de la voluntad de los trabajadores dirigida a fundar y a poner en funcionamiento un sindicato.


Concretamente, estas normas indican que: la libertad sindical es una prerrogativa individual y colectiva de los trabajadores, destinada a mejorar y a defender sus intereses sociales y económicos - ejercicio libre -, y al mismo tiempo, estas normas resaltan que esta prerrogativa se debe ejercer dentro del marco normativo del orden público, sin desconocer los derechos y las libertades de los demás, así como los principios democráticos que guían a la autonomía sindical74 - ejercicio responsable -. Entonces, las normas internaciones y continentales, más importantes en materia sindical, determinan el carácter correlativo de derecho-deber de la libertad sindical.


22. El carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical a nivel internacional. - Como se explica enseguida, de manera general, el carácter correlativo de derechodeber de la autonomía colectiva sindical fue previsto en el Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). De manera especializada, el carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical se incorporó al Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Laborales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).


23. El carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical en el sistema normativo de la ONU. - Los tratados internacionales más importantes de derechos humanos consagraron el ejercicio libre y responsable de la libertad sindical. Así, el carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical se encuentra previsto en: la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 (DUDH)75, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (PIDCP)76 y en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966 (PIDESC)77.


24. El ejercicio autónomo de la libertad sindical en las normas de la ONU. - Los artículos 20 y 23 la DUDH así como los artículos 22 del PIDCP y 8 del PIDESC precisan que la libertad sindical de los trabajadores es un derecho humano que debe ser garantizado por todos los países miembros de la ONU, incluidos Francia y Colombia. Desde una perspectiva positiva, tanto individual como colectiva, la DUDH prevé que toda “persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses” (art. 23-4).


En relación con esta disposición, es importante hacer dos precisiones. En primer lugar, los trabajadores tienen el derecho a constituir y a afiliarse a una organización sindical sin la intervención del Estado, de los empleadores, de otras organizaciones sindicales de trabajadores y de terceros. Así, se reconoce un derecho subjetivo en cabeza de los trabajadores: la libertad de crear sindicatos de manera autónoma - la autonomía colectiva sindical -. En segundo lugar, toda organización sindical tiene por objeto la defensa de los intereses de sus asociados. En este sentido, se hace mención al principio de especialidad de los sindicatos: el objeto de las organizaciones sindicales es la protección de los derechos de sus afiliados - la finalidad sindical -.


Desde una perspectiva negativa, tanto colectiva como individual, luego de garantizar el derecho de “reunión y asociación pacíficas” (art. 20-1), la DUDH indica que “nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación” (art. 20-2). Es importante resaltar que los trabajadores tienen la prerrogativa de no ejercer la libertad sindical. Así, ni el Estado ni los empleadores ni las otras organizaciones sindicales de trabajadores ni un tercero pueden obligar a uno o varios trabajadores a constituir o a afiliarse o a permanecer en una organización sindical.


El PIDCP contiene las dos reglas jurídicas del artículo 23-4 de la DUDH que reconocen expresamente la perspectiva positiva, tanto individual como colectiva, de la libertad sindical de los trabajadores. En este sentido, el artículo 22-1 del PIDCP indica que: “toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses”. Por lo tanto, el PIDCP reconoce igualmente la autonomía colectiva sindical y la finalidad sindical, al permitir que los trabajadores puedan constituir y afiliarse libremente a una organización sindical sin la intervención del Estado, de los empleadores, de otras organizaciones sindicales de trabajadores y de terceros, y al reafirmar que una organización sindical de trabajadores libremente constituida tiene por objeto la protección de los intereses de sus asociados.


De otra parte, el PIDCP no menciona expresamente la perspectiva negativa e individual de la libertad sindical de los trabajadores como lo hace la DUDH. Sin embargo, se puede deducir que las expresiones “derecho a asociarse libremente” y de “afiliarse”, previstas en el artículo 22-1 del PIDCP, prohíben al Estado, a los empleadores, a las otras organizaciones sindicales de trabajadores y a cualquier tercero a obligar a uno o a varios trabajadores a fundar o a afiliarse o a permanecer en una organización sindical.


Por su parte, el PIDESC reitera la consagración normativa de la autonomía colectiva sindical y de la finalidad sindical. Al respecto, el artículo 8-1 del PIDESC prevé que los Estados que ratifican este tratado internacional deben garantizar “a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales […] b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas; c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos […] y d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país”.


Alrededor de esta disposición, conviene hacer cinco precisiones. Primera: como lo señala la DUDH y el PIDCP, el PIDESC reitera la prerrogativa positiva y colectiva de los trabajadores de fundar libremente una organización sindical, así como la prerrogativa positiva e individual de los trabajadores para afiliarse a ella. Igualmente, como lo hace el PIDCP, el PIDESC no menciona expresamente la perspectiva negativa de la libertad sindical como sí lo hace la DUDH en cuanto al derecho de no afiliación o al derecho de retiro de una organización sindical. Sin embargo, se puede deducir que la expresión “derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección”, prevista en el artículo 8-1 del PIDESC, prohíbe al Estado, a los empleadores, a las otras organizaciones sindicales de trabajadores y a cualquier tercero a obligar a uno o varios trabajadores a fundar o a afiliarse o a permanecer en una organización sindical.


Segunda: el PIDESC repite que el objeto de una organización sindical de trabajadores es la protección de los intereses de los asociados. Adicionalmente, el PIDESC incorpora la noción de “promoción” de los intereses de los asociados dentro de la finalidad exclusiva de las organizaciones sindicales de trabajadores y precisa que estos intereses son de orden económico y social. Tercera: el PIDESC consagra la autonomía democrática y operativa de las organizaciones sindicales de los trabajadores al señalar que, estas se pueden constituir libremente “con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales”. Cuarta: el PIDESC reconoce a las organizaciones sindicales de trabajadores el derecho a fundar y a afiliarse libremente a federaciones y confederaciones nacionales e internacionales. Última: el PIDESC garantiza el derecho de huelga.


25. Los límites al ejercicio de la libertad sindical en las normas de la ONU. - De manera paralela al reconocimiento normativo del ejercicio autónomo de la libertad sindical, el Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Humanos de la ONU impone su ejercicio responsable. Los artículos 29 y 30 de la DUDH, así como los artículos 5 y 22 del PIDCP y 8 del PIDESC, mencionan que los titulares de la libertad sindical deben observar las normas de orden público, respetar los derechos y libertades de los demás, y acatar los principios democráticos inherentes a la autonomía de las organizaciones sindicales.


Desde la correlación de derecho-deber de cualquier libertad, la DUDH indica que existe una serie de deberes para los titulares de los derechos humanos, incluida la libertad sindical, frente a la comunidad (art. 29-1). Estos deberes deben ser determinados por la ley, respetando “los derechos y libertades de los demás” (art. 29-2), satisfaciendo “las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática” (art. 29-2), precisando que los derechos humanos “no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas” (art. 29-3).


Además, el artículo 30 de la DUDH resalta que ninguna persona o grupo puede “emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración”. Así las cosas, existe la obligación para los trabajadores de ejercer autónomamente la libertad sindical respetando el orden público, los derechos y las libertades de los demás, la moral, los principios democráticos, y los propósitos y principios del Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Humanos de la ONU. En otras palabras, la DUDH enmarca jurídicamente el ejercicio de la libertad sindical mediante la imposición de una serie de límites a la autonomía de la voluntad de sus titulares.


Del mismo modo que la DUDH, el artículo 22-2 del PIDCP faculta al legislador nacional para establecer límites al ejercicio de la libertad sindical de los trabajadores siempre y cuando estas limitaciones “sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás”. En todo caso, el legislador nacional no puede desconocer el Convenio 87 de la OIT sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación (PIDCP, art. 22-2).


Finalmente, el PIDCP indica que ninguna persona o grupo de personas puede desconocer los derechos humanos reconocidos en este instrumento internacional (art. 5); es decir, que quienes gozan de las prerrogativas de la libertad sindical como derecho humano, deben respetar otros derechos igualmente reconocidos por el PIDCP en cabeza de otras personas. Así, el PIDCP reitera los límites a la autonomía de la voluntad de los trabajadores como titulares de la libertad sindical previstos en la DUDH. En efecto, el PIDCP reafirma la regla jurídica para los trabajadores de ejercer autónomamente la libertad sindical respetando el orden público, los derechos y las libertades de los demás, la moral y los principios democráticos.


A diferencia de la DUDH, el PIDCP no menciona expresamente los propósitos y principios del sistema normativo universal de los derechos humanos de la ONU como un límite al ejercicio autónomo de la libertad sindical. Además, el PIDCP adiciona dos límites al ejercicio autónomo de la libertad sindical de los trabajadores: la seguridad nacional y la salud pública. En cuanto a los límites al ejercicio autónomo de la libertad sindical de los trabajadores previstos por el PIDCP, conviene hacer dos observaciones. En primer lugar, junto con la DUDH y con el PIDESC, el PIDCP es uno de los tres tratados internacionales más importantes del Sistema Universal de Protección de los Derechos del Hombre de la ONU, por lo que debe ser interpretado de manera integral con la DUDH y con el PIDESC78.


En consecuencia, los propósitos y principios del sistema normativo universal de los derechos humanos de la ONU configuran otro límite al ejercicio de la libertad sindical de los trabajadores como lo señala la DUDH. En segundo lugar, el PIDCP califica la moral como moral pública. Además, el PIDCP resalta que los límites legales internos a la libertad sindical deben establecerse dentro del marco normativo del Convenio 87 de la OIT (art. 22-3), razón por la cual este convenio se analizará junto con otros convenios de la OIT relacionados con la libertad sindical de los trabajadores79.


De la misma manera como lo hace la DUDH y el PIDCP, el PIDESC aclara que la libertad sindical debe ejercerse “sin obstáculos y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos” (art. 8-1). Se tiene que, el PIDESC reafirma la regla jurídica para los trabajadores de ejercer autónomamente la libertad sindical respetando la seguridad nacional, el orden público, los derechos y las libertades de los demás y, los principios democráticos.


En cuanto a los límites al ejercicio de la libertad sindical de los trabajadores previstos en el PIDESC, conviene tener en cuenta lo siguiente. En primer lugar, el PIDESC no menciona ni la moral ni los propósitos y principios del Sistema Normativo de la ONU, señalados por la DUDH, ni tampoco la moral pública ni la salud pública como límites al ejercicio libre de la libertad sindical de los trabajadores. En todo caso, el PIDESC es uno de los tres tratados internacionales más importantes del sistema universal de protección de los derechos del hombre de la ONU, por lo que debe ser interpretado de manera integral con la DUDH y con el PIDCP80.


En consecuencia, los propósitos y principios del sistema normativo-universal de los derechos humanos de la ONU, la moral pública y la salud pública son límites al ejercicio autónomo de la libertad sindical de los trabajadores como lo señala la DUDH y el PIDCP. En segundo lugar, el PIDESC adiciona otro límite al ejercicio autónomo de la libertad sindical de los trabajadores: el interés nacional.


En conclusión, los tratados internacionales más importantes del Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Humanos de la ONU (DUDH, PIDCP y PIDESC) consagran la libertad sindical de los trabajadores como un derecho autónomo que debe ser ejercido de manera responsable. Así, estas normas internacionales aplicables en Francia y en Colombia - derecho objetivo - reconocen la autonomía colectiva sindical - derecho subjetivo -, la cual es susceptible de disposición de intereses - autonomía de la voluntad - por parte de los trabajadores en su condición de titulares de esta prerrogativa.


26. La precisión de los límites del sistema normativo de la ONU al ejercicio de la autonomía colectiva sindical: el orden público, la prohibición del abuso del derecho y los principios democráticos - Según los tratados internacionales más importantes de los derechos humanos (DUDH, PIDCP y PIDESC), la autonomía colectiva sindical debe ejercerse dentro de los siguientes límites jurídicos: el orden público, los derechos y libertades de los demás, la moral pública, los principios democráticos, los fines y principios de la ONU, la seguridad nacional, la salud pública y el interés nacional.


Precisamente, el orden público es el conjunto de normas imperativas “que los individuos no pueden desconocer ni en su comportamiento ni en sus convenciones […] [de normas directivas] que expresadas o no en la ley, corresponden al conjunto de exigencias fundamentales (sociales, políticas, etc.) consideradas como esenciales para el funcionamiento de los servicios públicos, para el mantenimiento de la seguridad o de la moralidad […]”81 y el abuso del derecho es “la culpa que consiste en ejercer su derecho sin el interés del mismo y con el único propósito de perjudicar a otro, o, siguiendo otro criterio, en ejercerlo desconociendo sus deberes sociales […]”82.


Con base en estas definiciones, es posible reagrupar dentro de la noción de orden público las nociones de moral pública, de seguridad nacional, de salud pública, de interés nacional y de los fines y principios de la ONU. En cuanto al orden público, hay que tener presente que: es la manifestación del interés nacional y este último es una exigencia fundamental social y política que protege la moral pública, la seguridad nacional y la salud pública. Hay que destacar que los Estados miembro de la ONU, incluidos Francia y Colombia, deben respetar los fines y principios de la ONU. Así mismo, es posible afirmar que la noción de abuso del derecho garantiza la eficacia de los derechos y de las libertades de los demás al imponer el respeto de su naturaleza jurídica.


En este contexto, los límites jurídicos de la libertad sindical previstos en el Sistema Normativo de Protección de los Derechos Humanos de la ONU, son tres: i) el orden público, que comprende el interés nacional, la moral pública, la seguridad nacional y la salud pública, así como los fines y principios de la ONU; ii) los principios democráticos, cuyo alcance jurídico se precisará luego de analizar los Convenios 87 y 98 de la OIT83; y iii) el abuso del derecho como protector de los derechos y libertades de los demás.


Finalmente, a propósito del carácter responsable de la libertad sindical, el orden público es “un interés superior fuera del alcance de las voluntades particulares contrarias; límite a la libertad que positivamente refleja los valores fundamentales que protege contra el abuso de la libertad”84. En consecuencia, se reafirma la correlación de derecho-deber de toda libertad, incluida la libertad sindical.


27. La remisión normativa del sistema jurídico de la ONU al sistema jurídico de la OIT en materia de libertad sindical. -  Conviene resaltar que tanto el PIDCP (art. 22-3) como el PIDESC (art. 8-3) precisan que el legislador nacional debe observar las disposiciones del Convenio 87 de la OIT al momento de definir los límites a la libertad sindical de los trabajadores. De este modo, resulta importante analizar el Sistema Normativo Universal de Protección de los Derechos Laborales de la OIT, del cual hace parte este convenio. En el preámbulo de la Constitución de la OIT de 1919 (Const. OIT), la libertad sindical fue consagrada como uno de los principios internacionales del derecho del trabajo, por lo que debe ser tenida en cuenta dentro las condiciones mínimas del trabajo humano, tendientes a garantizar la justicia social con el fin de mantener la paz universal y permanente.


Posteriormente, la Declaración relativa a los fines y objetivos de la OIT de 1944, realizada en Filadelfia (Decl. Filad. OIT), manifestó que la libertad sindical es un principio fundamental del trabajo, indicando que la libertad de asociación es “esencial para el progreso constante” y señalando “la importancia del diálogo libre y democrático entre los representantes de los gobiernos, de los empleadores y de los trabajadores con el fin de luchar contra la necesidad y lograr el bienestar general”. Esta declaración indicó que la libertad sindical era un principio de aplicación progresiva, de acuerdo a las condiciones sociales y económicas de cada Estado: “los principios enunciados en esta Declaración son plenamente aplicables a todos los pueblos, y que si bien en las modalidades de su aplicación hay que tener debidamente en cuenta el grado de desarrollo social y económico de cada pueblo, su aplicación progresiva a los pueblos que todavía son dependientes y a los que ya han llegado a gobernarse por sí mismos interesa a todo el mundo civilizado”.


En definitiva, en 1998, la libertad sindical fue reconocida por la OIT como un principio y derecho fundamental del trabajo en la Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales del trabajo (Decl. OIT 1998)85. A diferencia de la Declaración de la OIT de Filadelfia de 1944, la Declaración de la OIT de 1998 señala que la libertad sindical es un principio de aplicación directa. Específicamente, la libertad sindical de los trabajadores se encuentra regulada en el Convenio 87 de la OIT de 1948 sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, así como por el Convenio 98 de 1949 sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva. Posteriormente, los convenios 87 y 98 de la OIT se han complementado con otros convenios de la OIT, en especial, con los convenios 111 de la OIT de 1958 sobre la discriminación (empleo y ocupación) y 154 de la OIT de 1981 sobre la negociación colectiva.


28. El carácter correlativo de derecho-deber de la autonomía colectiva sindical en el sistema normativo de la OIT. - En el mismo sentido que el sistema normativo de la ONU, el sistema normativo de la OIT indica que la libertad sindical es una prerrogativa colectiva e individual de los trabajadores, destinada a mejorar y a defender sus intereses sociales y económicos; y, al mismo tiempo, precisa que esta prerrogativa se debe ejercer dentro del marco normativo de orden público, sin desconocer los derechos y las libertades de los demás, así como los principios democráticos que orientan a la autonomía colectiva sindical.


29. El ejercicio autónomo de la libertad sindical en las normas de la OIT. - La autonomía colectiva sindical se encuentra garantizada por los Convenios 87 y 98 de la OIT, al igual que por otros dos convenios de la OIT relacionados con otros dos principios complementarios de la libertad sindical: la prohibición de discriminación en razón de la actividad sindical, regulado por el Convenio 111 de la OIT, así como la promoción de la negociación colectiva, regulado por el Convenio 154 de la OIT, como medio para lograr la finalidad de la libertad sindical consistente en defender, proteger y promocionar los intereses económicos y sociales de sus titulares, previsto por el sistema normativo de la ONU (DUDHC, art. 23-4; PIDCP, art. 22-1; y PIDESC, art. 8-1).


Los Convenios 87 y 98 de la OIT86 contienen una serie de reglas jurídicas en favor de la autonomía colectiva sindical. Al respecto, estos convenios garantizan el derecho de creación y de afiliación a las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales; la autonomía operativa, democrática y financiera de las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales; la garantía de existencia y de continuidad de las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales. Igualmente, estas convenciones prohíben la discriminación en razón de la actividad sindical y, promueven la negociación colectiva como medio para lograr la finalidad de la libertad sindical: la defensa, la protección y la promoción de los intereses económicos y sociales de sus titulares.


30. La libertad de constitución y de afiliación a un sindicato en el marco normativo de la OIT. - En primer lugar, en lo que concierne a la libertad de constitución y a la libertad de afiliación a una organización sindical, los Convenios 87 y 98 de la OIT reafirman la dimensión positiva y negativa, tanto individual como colectiva, de la libertad sindical de los trabajadores prevista en la DUDH (arts. 20-1, 20-2 y 23-4), el PIDCP (art. 22-1) y el PIDESC (art. 8-1). En consecuencia, los trabajadores tienen derecho a constituir autónomamente organizaciones sindicales (Conv. 87 OIT, art. 2), así como el derecho a afiliarse o no a estas organizaciones (Conv. 87 OIT, art. 2). Así mismo, las organizaciones sindicales tienen derecho a constituir federaciones y confederaciones (Conv. 87 OIT, art. 5), como también cuentan con el derecho a afiliarse o no a las federaciones y confederaciones (Conv. 87 OIT, art. 5). Además, las organizaciones sindicales, federaciones o confederaciones tienen derecho a constituir de manera autónoma organizaciones sindicales internacionales (Conv. 87 OIT, art. 5); y, también tienen el derecho a afiliarse o no a estas últimas (Conv. 87 OIT, art. 5).


En segundo lugar, en lo que respecta a la autonomía operativa, democrática y financiera de las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales de trabajadores, estos convenios reconocen la autogestión de las organizaciones sindicales que será reafirmada años después por el artículo 8-1 del PIDESC. De una parte, las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales de trabajadores gozan de plena libertad para redactar sus estatutos, reglamentos administrativos, elaborar su programa de acción y desarrollar la acción sindical (Conv. 87 OIT, art. 3-1). De otra parte, las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales tienen el derecho de elegir democráticamente sus representantes (Conv. 87 OIT, art. 3-1).


De esta manera, se precisa que las organizaciones sindicales son independientes frente al Estado y a cualquier persona natural o jurídica de derecho público o privado (Conv. 87 OIT, arts. 2 y 3). En efecto, ni el Estado, ni cualquier otra organización sindical de trabajadores o de empleadores, ni cualquier tercero pueden intervenir en la formación, funcionamiento o administración de una organización sindical de trabajadores (Conv. 98 OIT, art. 2). En especial, se prohíbe cualquier medida que “tienda a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores”, del mismo modo que la financiación estatal o patronal, como instrumento de injerencia o sometimiento, frente a las organizaciones sindicales de trabajadores, que tienda a disminuir o lesionar su autonomía administrativa y democrática (Conv. 98 OIT, art. 2).


31. La garantía de existencia y de continuidad de las organizaciones sindicales en el marco normativo de la OIT. - En relación con la garantía de existencia y continuidad de las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones sindicales internacionales de trabajadores, la constitución o afiliación a una organización sindical, federación, confederación y organización sindical internacional de trabajadores no requiere autorización ni judicial, ni administrativa (Conv. 87 OIT, art. 2). En este contexto, la obtención de su personalidad jurídica no puede condicionarse a requisitos o situaciones que desconozcan su derecho de constitución, afiliación y permanencia ni su autonomía administrativa ni democrática (Conv. 87 OIT, art. 7). Igualmente, su disolución o liquidación obligatoria solamente procede por la vía judicial (Conv. 87 OIT, art. 4).


32. La prohibición de discriminación en razón de la actividad sindical. - En cuanto a la prohibición de discriminación en razón de la actividad sindical, se prohíbe toda injerencia de los empleadores o del Estado o de cualquier otra persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o internacional, que configure un acto de discriminación en contra de un trabajador por el hecho de la creación o de la afiliación o no afiliación a una organización sindical o por el solo hecho de la actividad sindical (Conv. 98 OIT, art. 1). En efecto, el Convenio 111 de la OIT87 refuerza la regla de la prohibición de discriminación en razón de la actividad sindical prevista en el artículo 1 del Convenio 98 de la OIT.


En especial se prohíbe cualquier medida tendiente a condicionar el acceso o el mantenimiento o la terminación de la relación laboral a la creación o a la pertenencia o a la permanencia a una organización sindical o al ejercicio de una actividad sindical, por fuera o dentro de la jornada laboral “con consentimiento del empleador” (Conv. 98 OIT, art. 1). Además, los Estados miembro de la OIT deben crear “organismos adecuados a las condiciones nacionales, cuando ello sea necesario, para garantizar el respeto al derecho de sindicación” (Conv. 98 OIT, art. 3).


33. La promoción de la negociación colectiva en el marco normativo de la OIT. - En lo que concierne a la promoción de la negociación colectiva como medio para lograr la defensa, la protección y la promoción de los intereses económicos y sociales de los trabajadores, los Estados miembro de la OIT deben crear espacios apropiados para que los empleadores, las organizaciones sindicales de empleadores y las organizaciones sindicales puedan realizar negociaciones voluntarias que permitan “reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo” (Conv. 98 OIT, art. 4).


Por último, el Convenio 154 de la OIT88 reafirma la importancia de la promoción de la negociación colectiva como medio para alcanzar el objetivo de la libertad sindical: la defensa, la protección y la promoción de sus intereses económicos y sociales. En lo referente a la promoción de la negociación colectiva de los trabajadores, el artículo 2 del Convenio 154 de la OIT define la negociación colectiva como: “todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de empleadores o una organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o varias organizaciones de trabajadores, por otra, con el fin de: (a) fijar las condiciones de trabajo y empleo, o (b) regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o (c) regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez”.


Por lo tanto, este convenio resalta que la negociación colectiva es el instrumento jurídico ideal para alcanzar el objetivo de las organizaciones sindicales: la defensa, la protección y la promoción de los intereses económicos y sociales de sus afiliados (DUDHC, art. 23-4; PIDCP, art. 22-1; y PIDESC, art. 8-1). Así, la legislación nacional debe tomar medidas pertinentes para fomentar la negociación colectiva (Conv. 154 OIT, arts. 4 y 5-1), las cuales deben ser objeto de consultas previas a las organizaciones sindicales de empleadores y de trabajadores, y de ser posible, de concertación entre las organizaciones sindicales de empleadores y de trabajadores con las autoridades públicas (Conv. 154 OIT, art. 7), sin que en ningún caso se obstaculice la libertad de negociación colectiva (Conv. 154 OIT, art. 8).


Desde esta perspectiva, estas medidas deben tener el propósito de facilitar la negociación colectiva entre los empleadores y los trabajadores (Conv. 154 OIT, art. 5-2); extender progresivamente la negociación colectiva para “fijar las condiciones de trabajo y empleo, o regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez” (Conv. 154 OIT, arts. 2 y 5-2); y, crear reglas suficientes y pertinentes, procedimientos y órganos de solución de conflictos para tal efecto (Conv. 154 OIT, art. 5-2).


34. El carácter correlativo de la libertad sindical en las normas de la OIT: el orden público y la prohibición del abuso del derecho. - En paralelo al reconocimiento normativo del ejercicio autónomo de la libertad sindical de los trabajadores, el sistema normativo de la OIT prevé su ejercicio responsable, al indicar que: los trabajadores sindicalizados deben respetar el orden público y garantizar el ejercicio autónomo de los derechos y de las libertades de los demás, así mismo tener presentes los principios democráticos que definen la autonomía operativa, administrativa y financiera de las organizaciones sindicales (Conv. 87, arts. 2 y 3).


En suma, las organizaciones sindicales, federaciones, confederaciones y organizaciones internacionales de trabajadores deben respetar las normas de orden público nacionales (Conv. 87 OIT, art. 8-1 y 8-2) e internacionales (Decl. OIT 1998 y Conv. 87 OIT, art. 1) al momento de redactar sus estatutos, reglamentos administrativos, programa de acción y de ejercer la acción sindical (Conv. 87 OIT, art. 3, num. 1). En consecuencia, la autonomía de la voluntad de los trabajadores sindicalizados, al igual que sus actividades inherentes a la acción sindical, se encuentran limitadas por el orden público.


De la misma manera, el ejercicio de los derechos sindicales reconocidos por la OIT se encuentra limitado por el respeto a la legalidad (Conv. 87 OIT, art 8), la cual tiene como objetivo proteger, al mismo tiempo, los derechos y las libertades de los trabajadores sindicalizados, como también los derechos y libertades de los trabajadores no sindicalizados, de los empleadores y de los terceros. Esta es la razón por la cual los titulares de la libertad sindical no pueden abusar de esta libertad.


35. Los principios democráticos y la libertad sindical. - En términos generales, la democracia es un “sistema de organización política en el que la soberanía y las decisiones que resultan de esta son ejercidas teóricamente o realmente, directamente o indirectamente, por el pueblo, es decir, por el conjunto de ciudadanos […] La democracia ubica el origen del poder en la voluntad de los ciudadanos y somete su ejercicio a su voto mayoritario […]”89. En otras palabras, la democracia es una “Forma de gobierno en la que el poder político es ejercido por los ciudadanos […] [es una] doctrina política según la cual la soberanía reside en el pueblo, que ejerce el poder directamente o por medio de sus representantes […] [es una] forma de sociedad que practica la igualdad de derechos individuales, con independencia de etnias, sexos, credos religiosos, etc.[…] [es la] participación de todos los miembros de un grupo o de una asociación en la toma de decisiones […]”90.
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El Centro de Investigaciones Laborales (CILA)
constituye un esfuerzo significativo del Depar-
tamento de Derecho Laboral de la Universi-
dad Externado de Colombia para promover,
apoyar, realizar y publicar investigaciones en
materia de derecho laboral y de seguridad
social.

En el Centro se adelantan las actividades de
investigacion que realiza el Grupo de Flexibili-
zacion Laboral, clasificado en la categoria D
por Minciencias, y cuyas lineas de investigacion
son jurisprudencia constitucional laboral y de
seguridad social, tercerizacion, comercio y
trabajo y seguridad social y entorno laboral.

En la actualidad, el Centro cuenta con un
nucleo bibliografico de doctrina y jurispruden-
cia al servicio de estudiantes, profesores y
egresados, a quienes constantemente se les
incentiva a participar en la actividad de inves-
tigacion, necesaria para conformar nuevas y
avanzadas concepciones del derecho laboral
y de la sociedad misma. Todo esto se lleva a
cabo gracias al apoyo institucional que la Uni-
versidad Externado de Colombia le brinda al
CILA al sostener una planta permanente de
investigadores, monitores y personal admi-
nistrativo, y al asignar y mantener unas insta-
laciones fisicas propicias para la reflexion y el
pensamiento abierto y creativo.
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